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Indicadores referidos a los potenciales actores terroristas:

· Individuales.

· Grupales.

· Contactos de éstos con grupos vinculados al crimen organizado.
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El texto es el informe final de una investigación destinada a identificar las oportunidades que facilitan la actividad del crimen organizado, con la idea de que esa identificación sirva para desarrollar estrategias preventivas para combatirlo. En el marco del proyecto se analizaron expedientes penales de casos de crimen organizado en Finlandia, Hungría, Italia y Holanda. El informe presenta lo que los autores denominan “señales de advertencia” (red flags), que indican los puntos en los que existe la posibilidad de desarrollar acciones preventivas. 

La Prevención del Crimen Organizado

¿Qué es la prevención del crimen organizado?.

En este trabajo, la prevención del crimen organizado abarca todas las medidas (leyes y reglamentos) que han sido establecidas para combatir el crimen organizado, exceptuando aquellas propias del derecho penal.

La primeras señales del reconocimiento de la necesidad estructural de prevenir el crimen organizado a nivel de la UE datan de 1996, cuando la conferencia de Estocolmo analizó la cuestión del crimen organizado en cuanto a su relación con la integración económica y la exclusión social. En 1997 el Consejo de la Unión Europea adoptó el “Plan de Acción para Combatir el Crimen Organizado” donde se afirmaba que:

“La prevención no es menos importante que la represión en un enfoque integrado del problema del crimen organizado, en tanto apunta a reducir las circunstancias en las que el crimen organizado puede operar. Por eso la UE debería tener los instrumentos para combatir el crimen organizado en cada una de las etapas del continuo que va de la prevención a la represión y la persecución”.

El Plan recomendaba:

· Desarrollar una política anticorrupción dentro del aparato del Estado.

· Excluir a las personas con condenas penales relacionadas por crimen organizado de los procesos de licitación.

· Promover la recolección e intercambio entre los Estados miembro de información sobre entidades legales y personas jurídicas.

· Destinar recursos financieros a distintos fondos para prevenir la transformación de los centros urbanos en caldos de cultivo para el desarrollo del crimen organizado.

· Desarrollar una cooperación más estrecha entre los Estados miembro y la Comisión Europea para combatir el fraude financiero.

· Invertir en la capacitación de funcionarios encargados de desarrollar e implementar medidas de política preventiva contra el crimen organizado.

· Desarrollar medidas para la protección de ciertos grupos vulnerables contra la influencia del crimen organizado (por ejemplo a través de códigos de conducta)

El aspecto innovador de este enfoque preventivo radica en que no está apuntado a los autores del crimen organizado sino a erradicar las distintas circunstancias que facilitan su desarrollo. El enfoque preventivo está dirigido a los gobiernos, los civiles y las empresas, y apunta a hacerlos sentir responsables de la reducción de las oportunidades para la acción del crimen organizado.

Desde los atentados terroristas de 2001 la lucha contra el crimen organizado se ha vuelto una prioridad. El GAFI señala que la lucha contra el crimen organizado y el terrorismo van de la mano, en tanto las organizaciones criminales y los grupos terroristas usan los mismos métodos para ocultar y disimular los vínculos entre sus fuentes de financiación y el destino de los recursos.

Prevención Criminal Situacional.

El enfoque de la prevención situacional del crimen supone que los niveles de criminalidad (incluyendo el crimen organizado) están determinados por la presencia de factores situacionales facilitadores como la presencia de blancos atractivos, un bajo nivel de control y un bajo riesgo de aprehensión (Marcus Felson y otros).

Mediante el análisis de las actividades criminales, se puede revelar el rol facilitador de los factores situacionales, identificando las series de acciones y condiciones necesarias para perpetrar esos crímenes.

Debido a los procesos logísticos que requiere el crimen organizado, los hechos individuales deberían permitir confeccionar un mapa de las precondiciones causales inmediatas que deben darse para que el crimen se pueda llevar a cabo. Los pasos a seguir serían:

1. Recolección de información sobre un fenómeno criminal específico.

2. Análisis de las condiciones situacionales que facilitan o permiten la realización del crimen en cuestión.

3. Estudio de posibles medidas que permitan bloquear las oportunidades para la realización de ese tipo de crímenes.

4. Implementación de las medidas escogidas.

5. Evaluación de resultados y diseminación de las “buenas prácticas”.

Los estudios de casos revelaron algunos factores que facilitan las actividades del crimen organizado. Se le prestó especial atención a los puntos de contacto entre el ambiente legal y el ilegal. Aunque las organizaciones criminales traten de ocultar sus actividades, siempre necesitan la cooperación o los servicios del ambiente legal.

Estos puntos de contacto necesarios entre el ambiente legal y el ilegal constituyen puentes entre esos dos mundos que crean oportunidades para el crimen organizado, y esas oportunidades pueden ser interpretadas como “señales de advertencia” (red flags) por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.

Este trabajo se centró en el análisis de cuatro grandes puentes entre el ambiente legal y el ilegal, escogidos en virtud de las “señales de advertencia” identificadas en el estudio de cada uno de los 4 países:

1. El papel de la administración pública y las empresas locales.

2. El papel de los profesionales legales (abogados, contadores, asesores financieros, etc.)

3. La transferencia del dinero producto de la actividad criminal.

4. La falsificación de documentos de identidad.

“Señales de Advertencia” y las medidas presentadas en los informes nacionales:

La cuestión más importante de este estudio es la identificación de puntos de contacto entre los grupos del crimen organizado y el ambiente legal porque éstos resultan de vital importancia para la subsistencia del crimen organizado. En el marco de la prevención de este tipo de criminalidad es fundamental reducir el número de instancias en las que estos contactos pueden darse. Las “señales de advertencia” indican las oportunidades que facilitan las actividades del crimen organizado y, por lo tanto, también señalan las oportunidades para adoptar medidas preventivas.

Del análisis de todas las señales de advertencia se desprende que los contactos entre el ambiente legal y el ilegal entran dentro de tres categorías: 

1. La demanda del ambiente legal de bienes y servicios ilegales. La demanda de estos bienes y servicios es el caldo de cultivo en el que se desarrolla el crimen organizado.

2. El abuso de “facilitadores” del ambiente legal por parte del crimen organizado. Las organizaciones criminales abusan del conocimiento o los servicios de profesionales y especialistas para llevar  a cabo sus propósitos criminales.

3. La disponibilidad de herramientas o recursos del ambiente legal. Las organizaciones criminales hacen uso de herramientas del ambiente legal, como por ejemplo la infraestructura o los servicios de transporte, para llevar a cabo sus actividades delictivas.

Un abordaje preventivo debería apuntar a implementar medidas tendientes a reducir estas instancias de oportunidad que facilitan la actividad del crimen organizado. 

Reducir la demanda de bienes y servicios ilegales.

La demanda de bienes y servicios ilegales es indispensable para la supervivencia de los grupos de crimen organizado, por eso  la prevención de este flagelo puede encararse intentando reducir esa demanda. 

El tipo de demanda que hay que intentar influenciar varía de acuerdo a la naturaleza de la actividad ilegal, el tráfico ilegal de residuos peligrosos está relacionado con la actividad de determinadas industrias legales; la disminución de la demanda de drogas, en cambio, está más vinculada con la cantidad de adictos. En el caso del tráfico de mujeres o de inmigrantes ilegales, la cuestión está vinculada a la demanda de prostitutas extranjeras ilegales por parte de los burdeles y a la demanda de mano de obra barata e ilegal por parte de determinadas industrias.

En cuanto a la reducción de la demanda de bienes y servicios ilegales, en buena parte de los casos las medidas más efectivas parecieran ser las que están destinadas a mejorar las condiciones de vida de la gente para que no corran el riesgo de caer en las redes del consumo de drogas o el tráfico personas.

Aumentar la capacidad de defensa de los facilitadores.

Los grupos del crimen organizado tratan de establecer contactos con facilitadores que se desempeñan en la legalidad para llevar a cabo sus propósitos ilegales. Los más frecuentes son funcionarios públicos, contadores, abogados, asesores financieros, escribanos, empresas de transporte, empresas de depósito, hoteles y taxistas. 

Estos facilitadores poseen habilidades o conocimientos que permiten a las organizaciones criminales desarrollar sus actividades. Muchas veces ocurre que estas personas no saben que sus servicios están siendo utilizados para cometer crímenes, en otros casos deberían haber sospechado, pero por ignorancia o negligencia no han advertido o no han querido advertir lo que ocurría. 

Todo esto indica que las medidas preventivas deberían estar orientadas a fortalecer la integridad de estas personas y a advertirlas de este tipo de riesgos.

En el caso de los funcionarios públicos las medidas preventivas consisten en la implementación de códigos de conducta y el monitoreo del personal. Medidas situacionales y organizacionales, como la supervisión colegiada o de carácter jerárquico también pueden ayudar a reducir la corrupción. 

También se puede combatir la corrupción por el lado del sector privado, habilitando la posibilidad de excluir a las compañías sospechadas de estar involucradas en actividades ilegales de las licitaciones.

En el caso del abuso de profesionales por parte de las organizaciones criminales las medidas preventivas deben apuntar a advertir y concientizar.

Para prevenir la participación dolosa de profesionales en la facilitación de las actividades criminales puede recurrirse a medidas preventivas como el uso de códigos de conducta y de mecanismo disciplinarios por parte de las asociaciones profesionales. En cambio, para prevenir la facilitación por negligencia (la que se brinda sin advertir que el cliente desarrolla una actividad ilegal) deben implementarse medidas de concientización para que los profesionales puedan detectar esos casos.

En cuanto al resto de los facilitadores, los que prestan servicios de transporte, depósito o alojamiento, las medidas también deben apuntar a aumentar las conciencia y la integridad. Los gobiernos deben convencer a estas empresas de que la cooperación con organizaciones criminales las pone en peligro y que puede conducir a una competencia desleal dentro del sector. Este tipo de empresas también deberían manejarse con códigos de conducta para la prevención. Los gobiernos europeos, por ejemplo, han brindado a los facilitadores comerciales herramientas para resistir el abuso de organizaciones criminales al extender la obligación de informar establecida para las entidades financieras a los comerciantes de bienes suntuarios.

Reducir la disponibilidad de herramientas a disposición del crimen organizado en el ambiente legal.

Esta categoría se refiere a la prevención situacional del crimen que comprende medidas destinadas a restringir las posibilidades de las organizaciones criminales para usar o adquirir herramientas lícitas con el propósito de cometer ilícitos.

Se trata de evitar que se utilicen personas jurídicas legales para simular una actividad legal, usar medios de transporte legales para transportar mercadería ilegal o usar hoteles legales como sitio de reunión de criminales. 

Las herramientas de este tipo más explotadas por los criminales son los documentos falsificados, las personas jurídicas y los servicios financieros. En el caso de la falsificación la prevención pasaría por incrementar la seguridad de los lugares donde se almacenan los documentos en blanco y los insumos con los que se fabrican, así como las medidas de seguridad de los propios  documentos a través de la biométrica, por ejemplo. En cuanto al uso de personas jurídicas legalmente constituidas para fines ilegales, la prevención pasa por prohibir su creación en el caso de que existan antecedentes criminales.

Las organizaciones criminales, al abrir cuentas bancarias, cambiar dinero, o hacer transferencias a través de institutos bancarios, pueden lavar el dinero de sus ganancias ilegales e invertirlo en negocios legales. Las directivas de la UE para la prevención del lavado de dinero son un buen ejemplo a seguir en este tema. La obligación de identificar a los clientes impide que los criminales puedan llevar a cabo operaciones anónimas; la obligación de informar las operaciones sospechosas aumenta los riesgos de transferir dinero ilegítimo a través de instituciones financieras. Estas medidas implementadas en la UE hacen que los grupos del crimen organizado lleven su dinero a otras plazas, por eso otra de las medidas preventivas a sido la difusión de este tipo de prácticas a otras zonas del planeta  a través de las recomendaciones del GAFI.

Medidas Condicionales.

La efectividad de las medidas preventivas depende de una serie de condiciones de las cuales las más importantes son:

1. Una legislación y reglamentación sin ambigüedades:

Para combatir las actividades ilegales la ley penal es una base fundamental, en tanto es indispensable que dichas actividades estén tipificadas como delitos. Por otro lado, si la legislación existe pero es ambigua o inadecuada, los grupos criminales se abusan de esta debilidad. Por último, las discrepancias entre la tipificación que hacen los distintos países también beneficia a los criminales al obstaculizar la lucha internacional contra el crimen organizado. Por eso es importante avanzar hacia una armonización de la ley penal en esta materia.

2. Eficiencia en la tarea de hacer cumplir la ley:
Para que la ley penal se cumpla, es preciso que exista voluntad política de hacerla cumplir, que los funcionarios encargados de cumplir la ley estén bien capacitados, equipados y remunerados.

3. El intercambio de Información:
La principal diferencia entre la lucha preventiva y la lucha represiva contra el crimen organizado  pasa por quién las ejecuta. Las políticas represivas están a cargo de los servicios de investigación policial, mientras que las políticas preventivas están a cargo de otros servicios como la administración pública y las instituciones financieras, por ejemplo. La participación de instituciones no policiales en la lucha contra el crimen organizado requiere que se implemente una nueva forma de cooperación e intercambio de información, no sólo a nivel nacional e internacional, sino también a través de los distintos aspectos de la sociedad. 

La lucha contra el lavado de dinero por ejemplo requiere la cooperación de las instituciones financieras, los profesionales del derecho y de los comerciantes de bienes suntuarios. Un límite a esta necesidad lo representa la legislación que protege la privacidad y la información financiera, aún así, hay que trabajar en el desarrollo de nuevas formas de intercambio de información porque la prevención del crimen organizado es una razón legal válida para compartir información.

El Rol de la Administración Pública y las Empresas Locales

Win Huisman y Meter Klerks

En este capítulo se examina el rol del gobierno y de las empresas locales en la prevención del crimen organizado. 

Para lavar dinero, desarrollar actividades ilegales a través de una empresa legal (racketeering o fraude organizado) o crear una fachada legal, las organizaciones criminales dependen del gobierno local para obtener permisos, licencias, oportunidades de negocios y garantías de proyectos. Necesitan también los servicios de las instituciones financieras para transferir dinero. En este punto el mundo ilegal y el mundo ilegal entran en contacto generando un alto riesgo de corrupción, pero también una oportunidad para tomar medidas preventivas.

El problema clave: la confluencia del mundo legal con el mundo ilegal:

La corrupción de funcionarios públicos:

Los funcionarios y empleados públicos, tanto como los políticos locales pueden ser sobornados para obtener servicios como permisos, licencias, garantías de proyectos, o concesiones. También los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley pueden ser corrompidos por el crimen organizado para que se abstengan de cumplir con sus tareas.

El involucramiento de las empresas locales:

En lo relativo a la logística, el crimen organizado necesita el apoyo de servicios comerciales legales, es por eso que empresas legales actúan como facilitadoras ya sea con o sin conocimiento de lo que en realidad está haciendo su cliente. Los negocios más usados son los relacionados con transporte, almacenamiento, alojamiento y servicios financieros.

También ocurre que las organizaciones criminales montan negocios legales para facilitar sus propias actividades ilegales. En estos casos, la infraestructura de empresas legítimas sirve de fachada y de apoyo para la actividad criminal.

Lo que los estudios de caso en cada uno de los 4 países ha demostrado es que muchos representantes del mundo de los negocios legítimos están dispuestos  ignorar o tolerar actividades obviamente delictivas y a beneficiarse de ellas en tanto y en cuanto los riesgos asociados a ello sean bajos. Esta tolerancia provee a los grupos del crimen organizado el ambiente que necesitan para poder operar.

Las medidas existentes:

El alcance del enfoque administrativo en general. En la literatura sobre crimen organizado pueden distinguirse dos formas de este fenómeno:

a. Producción de bienes y servicios ilegales:

Ejemplos: narcotráfico, tráfico de mujeres o de inmigrantes ilegales.

b. Racketeering (fraude organizado, extorsión, chantaje, estafa, socaliña):

Se refiere a empresas o negocios legales que además desarrollan actividades ilegales, generalmente estas empresas logran, a través de prácticas ilícitas ocupar posiciones de poder en ciertas ramas de la industria.

El principal instrumento de un enfoque administrativo al crimen organizado es la regulación de los mercados legales. Sólo cuando los mercados son legalizados se pueden usar instrumentos administrativos para prevenir la infiltración por parte del crimen organizado. Por ejemplo, en Holanda se legalizó el negocio de los burdeles. Ahora, con el uso de instrumentos como permisos e inspecciones obligatorias se pueden combatir las formas nocivas de prostitución y los negocios asociados a ellas como la prostitución infantil o el tráfico de mujeres.

Cuando el crimen organizado desarrolla actividades ilegales a través de empresas legales la ley penal puede complementarse con medidas administrativas preventivas que a través de inspecciones periódicas, por ejemplo, permita mantener un control estrecho sobre la actividad.

En los mercados ilegales las posibilidades de medidas administrativas preventivas son limitadas. Pero hasta en estas situaciones las organizaciones criminales necesitan contactos con el mundo legal, al menos para establecer personas jurídicas que sirvan de fachada o para transferir las ganancias de sus actividades ilegales. Es en esos puntos de contacto donde se pueden aplicar medidas administrativas preventivas.

La integridad de la administración pública.

Buena parte del enfoque preventivo de la lucha contra el crimen organizado en Europa se ha concentrado en mejorar la integridad y las defensas de la administración pública frente a la penetración por parte del crimen. En este sentido, muchos países han endurecido sus leyes de corrupción e incrementado las penas. También se han utilizado campañas para estimular la aplicación de la legislación existente.

El caso húngaro demuestra que mejorar los salarios y las condiciones de vida de los funcionarios públicos y de aquellos encargados de hacer cumplir la ley es una herramienta útil en la lucha contra la corrupción.

También es importante que se le de a la administración herramientas para impedir el abuso por parte del crimen organizado. Por ejemplo, establecer regulaciones que obliguen a las distintas oficinas involucradas en la tramitación de permisos, licencias, créditos o licitaciones a conducir investigaciones de los antecedentes criminales de los candidatos. En el caso italiano la información proviene del propio candidato, de instituciones financieras, de la Cámara de Comercio y de las bases de datos de toda la administración pública, incluida las de las fuerzas de seguridad y las de la justicia.

En Holanda por ejemplo, existe una ley que permite rechazar o retirar licencias, permisos, créditos y subsidios cuando existe un peligro serio de que éstos estén siendo o puedan ser abusados por organizaciones criminales.  Estas decisiones se toman sobre la base del monitoreo y la calificación de riesgo del cliente que es efectuada por una agencia especializada. Esta agencia fue creada para apoyar a las autoridades locales como municipios y provincias en la tarea de hacer cumplir la ley y tiene acceso a los registros criminales e impositivos, y a la inteligencia policial sobre crimen organizado.

La integridad de las empresas locales.

En muchas áreas de negocios se ha vuelto una práctica corriente que las corporaciones y ciertos profesionales estén obligados a hacer una vigilancia sistemática de los negocios habituales para poder detectar e informar signos de actividad ilegal u operaciones sospechosas. Por ejemplo, para evitar la inmigración ilegal las aerolíneas deben asegurarse de que sus pasajeros posean la documentación adecuada para viajar y si no lo hacen, están sujetos al pago de multas. La industria química de los Estados Unidos debe denunciar transacciones sospechosas que involucren una lista de productos químicos que son utilizados para producir narcóticos ilegales.

La acción preventiva también puede focalizarse en organizaciones profesionales o de la industria. En este sentido pueden establecerse códigos de conducta y un conjunto explícito de reglas y mecanismos disciplinarios. También pueden contribuir a la concientización publicando casos de conducta indebida o fraude en sus sector y señalando los mecanismo de vulnerabilidad.

En varios países europeos se ha sancionado legislación que permite perseguir a compañías que se han beneficiado indirectamente de la utilización de trabajo en negro a través de subcontratantes. El mismo tipo de legislación puede utilizarse para perseguir a compañías legales que se involucran en actividades ilegales a través de intermediarios.

Las mejores prácticas.

El Enfoque Administrativo en Amsterdam.

En Amsterdam, durante la década de los años 90 el crimen organizado consiguió posiciones de gran poder económico en el negocio inmobiliario y el gastronómico a través de la inversión de sus ganancias ilegales en negocios legales.

Para combatir esta situación la administración de la ciudad implementó un programa de lucha en tres frentes: 

a) aumentar la integridad y la alerta de la administración pública con respecto al peligro del fraude y la corrupción, 

b) procedimientos de monitoreo y seguridad fueron implementados para evitar que empresas con vinculaciones criminales participaran de licitaciones públicas, y 

c) un proyecto que focaliza la persecución del crimen organizado en ciertas actividades y ciertos sectores de las ciudad que se fueron ampliando progresivamente. El equipo que desarrolla el proyecto puede recolectar información de la policía, el ministerio público, y las autoridades fiscales. Esta información se combina con la que tiene la municipalidad y se formula un informe sobre la presencia del crimen organizado en cada área de la ciudad. 

La segunda etapa consiste en tomar medidas sobre la base del informe, tanto investigaciones policiales, como reclamos fiscales y medidas administrativas. El programa es un buen ejemplo de intercambio de información entre agencias y de lucha integral contra el crimen organizado.

Cooperación entre la administración pública y el sector privado.

La Organización Internacional de Aduanas (WCO) es un ejemplo de cooperación exitosa entre entidades privadas y estatales para la lucha preventiva contra el crimen organizado. La WCO ha firmado un gran número de Memorandos de Entendimiento con todo un abanico de asociaciones de comercio y organizaciones del sector del transporte para aumentar la concientización y la información con respecto al transporte ilegal de narcóticos.

El caso del Puerto de Rotterdam.

En este caso se diseñó un sistema de alerta temprana para que el gobierno y los particulares que desarrollan actividades en el puerto puedan detectar amenazas en desarrollo e implementar medidas preventivas.

Se hizo una investigación para describir las cadenas logísticas más importantes del puerto de Rotterdam y el rol de los actores privados más importantes (conveyers, dueños y comerciantes de buques, estibadores, aseguradores, banqueros, etc.). La vulnerabilidad frente al crimen es descrita en función de tres aspectos logísticos: el flujo de la información, el movimiento de mercadería y el flujo de dinero. Por último, se formularon recomendaciones para reducir la vulnerabilidad y los riesgos frente al crimen organizado.

Detrás de la fachada de las personas jurídicas.

Varios países europeos han diseñado formas de supervisar a entidades legales como las SRLs y a particulares con el objetivo de prevenir fraudes. Entre estas medidas se cuentan el monitoreo y las auditorias a compañías y subsidiarias, así como la confección de registros sobre bancarrotas y prohibiciones. Estas medidas no han sido especialmente diseñadas para combatir el crimen organizado pero pueden ser herramientas útiles para detectar a quienes intentan esconderse detrás de una fachada legal para desarrollar actividades ilegales.

Conclusiones y recomendaciones:

· Las organizaciones criminales tratan de corromper a los funcionarios públicos y a los encargados de hacer cumplir la ley.

· Los puntos de contacto entre el crimen organizado y el mundo legal representan una gran amenaza para este último y permiten a la vez que los grupos criminales subsistan.

· Estos puntos de contacto también brindan la oportunidad de implementar medidas preventivas para luchar contra el crimen organizado, y en ese sentido constituyen su mayor debilidad.

· Este capítulo se centró en la importancia de la concientización de la administración pública y de los empresarios privados con respecto a la amenaza que representa el crimen organizado. En este sentido demostró la importancia de crear un alto nivel de integridad que le permita a la administración pública y a los empresarios rechazar cualquier tipo de contacto con el crimen organizado.

· La política preventiva contra el crimen organizado sólo puede ser exitosa si el gobierno y el sector privado tienen un nivel suficiente de integridad.

· Las mejores prácticas en este sentido hacen foco en el intercambio de información, el aumento de la cooperación, y la concientización con respecto al interés compartido que existe en combatir el crimen organizado.

· El nivel de concientización y la alerta frente al crimen organizado pueden ser incrementados mediante legislación que responsabilice a empresas y profesionales del cumplimiento de ciertos controles. 

· Lo principal es estar alerta ante la posibilidad de abuso del crimen organizado.

· La información es una cuestión central, las autoridades deben crear un sistema de información que concentre toda la información necesaria para que la administración pública no sea abusada por el crimen organizado.

· Obtener, analizar y producir información relacionada con el crimen organizado que sirva para aplicar medidas administrativas preventivas requiere personal muy calificado. Además, la protección de la privacidad hace que el acceso a la información que se necesita conocer sea muy restringido. Por eso es conveniente que la tarea de obtener y analizar esa información concentrada en una agencia especializada que pueda obtener datos de todas las agencias que manejen información relevante.

· Alerta, integridad e información confiable son los ingredientes esenciales de una prevención efectiva.

· Con todas las nuevas estrategias para la lucha contra el crimen organizado hay que estar concientes de los efectos colaterales no deseados. Por ejemplo, la intensificación de controles aduaneros aumenta el riesgo de corrupción. También hay que pensar en las contra-estrategias del crimen organizado para sortear los nuevos obstáculos a sus actividades.

Profesiones Legales

Hans Nelen y Francien Lankhorst

Los estudios de caso revelan varias “señales de alerta” relacionadas con abogados, escribanos, agentes inmobiliarios o contadores que actúan como puente entre el crimen organizado y el mundo legítimo. Esencialmente estos profesionales esconden u ocultan actividades criminales y las ganancias que producen de las autoridades.

Este capítulo se ocupa del caso de los abogados. La relación entre un abogado y su cliente es especial porque está protegida por el deber legalmente estipulado de mantener la confidencialidad y el privilegio de no revelar información, ni siquiera  a un juez.

Factores de riesgo y problemas clave.

La combinación de conocimientos sobre cuestiones legales y financieras y el aura de respetabilidad que poseen los abogados hacen de ellos socios atractivos para el crimen organizado. Están capacitados tanto para hacer la defensa legal ante la justicia como para lavar el dinero procedente de las actividades criminales. Además, la participación de un abogado en cualquier transacción puede contribuir a crear la impresión de legitimidad.  Desde la perspectiva de la red criminal, el aspecto más beneficioso de trabajar con un abogado es la naturaleza confidencial de la relación y el privilegio de no revelar.

La complicidad  de los abogados puede adoptar dos formas:

1. En el sentido estricto, hablamos de profesionales que están involucrados en actos punibles de tal forma que pueden ser penalmente perseguidos. Pueden colaborar con la actividad criminal, facilitarla, encubriéndola u ocultando las ganancias derivadas de ella, entorpeciendo así la labor de las autoridades. Estos abogados llevan la noción de la parcialidad al extremo y se convierten en mandaderos o correos de los criminales. Llevan cartas de sus clientes en prisión a otros miembros de la organización, dan información de la causa a terceros partidos, intimidan y manipulan a testigos. También permiten que los miembros de la red criminal utilicen sus teléfonos, faxes y correos electrónicos para comunicarse entre sí, colaborando en el encubrimiento de sus actividades. Se han detectado casos de abogados que asesoran legalmente en casos de matrimonios arreglados con el propósito de traficar mujeres.

2. En el sentido amplio, el profesional es de alguna manera cómplice cuando no actúa con el debido cuidado para evitar que sus servicios profesionales sean utilizados por el crimen organizado. No se trata de una conducta dolosa, y por lo tanto no es punible, pero es reprochable el no haber advertido que sus servicios estaban siendo usados con propósitos criminales.

La idea del abogado como defensor ante un tribunal es muy limitada, el alcance profesional de los abogados es tremendamente amplio y los servicios que prestan son muy variados. Cada vez más los abogados incursionan en otras actividades, pueden crear entidades corporativas y trusts, desempeñarse como gerentes de estas entidades, o abrir cuentas bancarias y llevar a cabo operaciones en representación de su cliente. La distancias entre los abogados y otros profesionales como contadores y asesores financieros se están borrando. De hecho, hay muchos abogados civiles que han dejado de ir  a los tribunales. 

La mayoría de los casos de vinculaciones de profesionales con el crimen organizado implican a abogados civiles. La razón más importante que tienen los grupos criminales para contratar abogados es la necesidad asociada a su actividad de poder guardar y utilizar sus ganancias ilegítimas sin correr riesgos. Esto lo ha constatado también el GAFI que en su informe de 2001 sobre lavado de dinero dice que la participación de abogados en este tipo de actividad es preocupante. El GAFI identificó las siguientes formas de asistencia:

· Creación de vehículos corporativos y otros arreglos legales complejos

· Compra y venta de propiedades

· Realización de transacciones financieras

· Asesoría en materia financiera y de impuestos

· Presentación del cliente en instituciones financieras

· Recepción de efectivo

· Provisión de efectivo al cliente y a sus socios.

· Realización de pagos a terceros en el marco de transacciones no relacionadas con sus servicios profesionales.

· Realización de transferencias de dinero del cliente a través de sus propias cuentas.

· Asesoría a criminales para que sigan lavando su dinero mientras están en prisión.

Medidas existentes.

Durante la última década y sobre todo en función de la lucha contra el lavado de dinero, las actividades de los abogados han caído bajo el alcance de nueva legislación. En Holanda, por ejemplo los abogados pueden ser perseguidos por lavado negligente, cuando por negligencia en el desempeño de sus funciones sus servicios sean utilizados para lavar dinero.

Las asociaciones de abogados han comenzado a tomar la cuestión de la integridad profesional más en serio, y se inclinan por los mecanismos de autorregulación. En muchos países el colegio de abogados ha dictado directivas de acuerdo a las cuales el profesional tiene la obligación de examinar los propósitos del cliente si tiene la sospecha de que sus servicios están siendo abusados. En la práctica la eficacia de la reglas para rechazar clientes y las medidas contra el lavado depende de las circunstancias morales y financieras del profesional y de su percepción del riesgo que correría y las sanciones que sufriría si es detectado.

Esto nos lleva a la cuestión de las juntas disciplinarias de las asociaciones profesionales, de las que no se puede esperar demasiado porque están sometidas a poderosas influencias y porque no tienen capacidades investigativas. 

Posibles medidas preventivas:

Los atentados del 11 de septiembre aceleraron el proceso de incorporación de las recomendaciones del GAFI y los abogados claramente quedaron comprendidos dentro de la legislación sobre lavado de dinero estableciéndose su obligación de informar cualquier transacción inusual o sospechosa. Las asociaciones profesionales sostienen que esto entra en clara contradicción con la función concreta que cumplen los abogados para la cuál están dotados de  derechos profesionales específicos. 

En el caso de Holanda, por ejemplo, hasta ahora las agencias encargadas de hacer cumplir la ley no han utilizado la información derivada de los reportes de operaciones sospechosas de forma eficaz, sobre todo debido a la falta de recursos organizacionales, humanos y técnicos. Pareciera que el enfoque de la persecución penal no está dando resultado. Como se expuso más arriba, tampoco da resultados el control disciplinario del colegio profesional. 

En cambio, un enfoque basado en la regulación por parte de una junta administrativa reguladora podría tener mejores resultados porque permitiría:

· Hacer inspecciones rutinarias del material confidencial para monitorear posibles casos de complicidad y dolo.

· Evaluar el comportamiento de los abogados.

· Tomar medidas preventivas.

· Disponer la incapacitación por suspensión o expulsión.

· Llevar  a cabo todas estas medidas en un tiempo mucho más reducido que el que se necesita para llevar  adelante un juicio.

Pareciera que la combinación de un enfoque regulatorio y con el de la persecución penal, al incorporar una estrategia preventiva y otra defensiva, resulta la mejor opción.

Las mejores prácticas.

Es posible diseñar reglas de desempeño profesional en virtud de las cuales los abogados puedan evitar caer en una situación de complicidad con el crimen organizado. Por ejemplo, de acuerdo al principio de “conoce a tu cliente” se puede estipular un estándar profesional que indique que para aceptar un caso el abogado debe considerar quién es el cliente, qué es lo que quiere, si el pedido es inusual y por qué ha sido escogido para hacer el trabajo. Si aún después de hacer estas consideraciones el profesional aún duda, debería tener acceso a un consejero profesional que lo asesore.

Cuando un profesional rechaza un caso por encontrarlo sospechoso, es altamente beneficioso que lo divulgue entre sus colegas, a través de la asociación profesional, lo cual puede hacerse describiendo el caso sin dar el nombre del cliente rechazado ni detalles, con el sólo objetivo de alertar sobre el modus operandi.

Conclusiones y recomendaciones:

Existe evidencia de que hay un abuso del privilegio y la confidencialidad por  parte del crimen organizado.

Las organizaciones tienden a involucrar abogados en sus actividades por la credibilidad financiera y la buena imagen que estos profesionales pueden aportar.

El privilegio y la confidencialidad impiden que la actividad de los abogados sea investigada. La relación legítima entre un abogado y su cliente generan un manto de confidencialidad debajo del cual se pueden entablar relaciones deshonestas.

Muchos abogados ya no brindan los servicios tradicionales de la profesión, sino que han pasado a se asesores legales y financieros, en esos casos en que ya no se dedican a la defensa legal, se podría revisar la cuestión del privilegio y la confidencialidad.

La confidencialidad debería mantenerse plenamente en los casos comprendidos dentro del genuino paradigma de la defensa, pero debería debilitarse en los casos en que la información protegida está relacionada con transacciones financieras.

La incorporación de un enfoque administrativo junto al de la persecución penal y los mecanismos disciplinarios del colegio profesional, podría disminuir el abuso de la confidencialidad por parte del crimen organizado.

En el marco de la autorregulación por parte de los colegios profesionales deben diseñarse estándares que impidan que los abogados caigan en situaciones de complicidad con el crimen organizado. Además, los abogados deberían tener acceso a consejeros profesionales que les ayudaran a decidir en casos sospechosos. Los casos rechazados por sospechosos deberían ser divulgados por el colegio, aunque sea en forma de caso anónimo.

Servicios Financieros Oficiales e Informales

Henk van de Bunt y Aljen Dijken

Los esfuerzos para prevenir el lavado de dinero han sido uno de los pilares de la lucha contra el crimen organizado desde los años  80. El objetivo fundamental de estos esfuerzos consiste en detectar y erradicar el mal uso que los criminales puedan hacer del sistema financiero. La lucha se ha reavivado en los últimos años por la necesidad de evitar que el terrorismo use estos mecanismos para financiarse.

Este capítulo se concentra en una fase vital del proceso de lavado de dinero: la transferencia de fondos de un país a otro. Para esto pueden usarse distintos medios: couriers, bancos oficiales,  sistemas legales de transferencia de dinero a través de instituciones no bancarias o sistemas informales de transferencia.

Sistemas de Transferencia de Dinero.

Un sistema de transferencia de dinero o valores consiste en un servicio financiero que acepta dinero, cheques u otros bienes valiosos (metales y piedras preciosas) en un lugar y paga la suma correspondiente en efectivo u otros medios de pago en otro lugar.

Estos servicios pueden ser provistos por bancos oficiales o por instituciones financieras no bancarias (Ej. Western Union), ésta última es la variante analizada en este apartado.

A través de los sistemas de transferencia, puede enviarse dinero a cualquier lugar del mundo en 10 minutos, no se requiere número de cuenta bancaria, no hay que especificar dónde va a ser retirado el dinero, la única desventaja es el costo considerable de la transferencia. 

Mal uso de los servicios de transferencia de dinero.

Los servicios de transferencia de dinero son muy útiles para los migrantes que envían remesas a sus parientes que viven en su país de origen, o para los turistas que necesitan recibir efectivo en forma urgente, pero esta forma de enviar dinero también es útil para los criminales, esencialmente porque es rápida y relativamente anónima.

Una de las “señales de alerta” (red flags) en el ambiente lícito son las instituciones no bancarias de transferencia de dinero. En Finlandia también se detectaron varios casos en los que las ganancias de las organizaciones criminales fueron transferidas usando couriers, casas de cambio y servicios de transferencia de dinero. En Italia, incluso una organización criminal instaló su propio servicio de transferencia no bancario para enviar sus ganancias a Suiza. Una organización nigeriana que traficaba mujeres a Holanda transfería el dinero a Nigeria mediante estos servicios.

Uno de los problemas que se han detectado en los mecanismos de lucha contra el lavado de dinero es que la tarea de informar las operaciones sospechosas es encomendada a las mismas empresas de transferencia no bancarias, las que obviamente tienen interés en conservar estos clientes que periódicamente envían importantes sumas de dinero.

Contramedidas.

La recomendación especial VI del GAFI apunta a incorporar a todas las agencias de transferencia de dinero y valores a la legislación anti–lavado. La recomendación indica que cada país debería asegurarse de que las personas física y jurídicas, incluyendo los agentes, que brindan servicios de transferencia de dinero o valores, incluyendo las transferencias a través de redes o sistemas informales, deban estar autorizadas o registradas y sujetas a todas las recomendaciones del GAFI. De acuerdo al GAFI, estos servicios deberían estar sujetos a la misma legislación anti–lavado a la que están sujetos los bancos oficiales y que cada país debería designar una autoridad específica encargada de entregar las licencias y controlar el cumplimiento de la legislación.

En Italia la legislación anti–lavado se extendió a los sistemas de transferencia de dinero no bancarios en 1993. En Holanda, en 1998, se dispuso que los sistemas de transferencia de dinero y valores debían reportar las operaciones sospechosas a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) y la Ley de Oficinas de Transacciones Dinerarias del 2002 puso a las agencias de transferencia de dinero y valores y a las casas de cambio bajo la supervisión del Banco Central.

En Finlandia, una ley de 1998 obliga a los servicios de transferencia de dinero y valores a registrarse, identificar a los clientes y reportar operaciones sospechosas. Sin embargo, la resistencia de los empresarios del sector a la implementación de estructuras y prácticas de control para asegurar la legalidad de las actividades hace que la ley no sea demasiado efectiva en la práctica.

Dos estrategias de control pueden aplicarse a las transferencias de dinero:

1. Prohibición parcial o total de las transferencias de dinero a través de servicios no bancarios. Se sostiene sobre la idea de que estos servicios ofrecen oportunidades muy convenientes para los criminales al tiempo que son imposibles de regular y supervisar efectivamente.

2. La obligación de registrarse y obtener una licencia para desarrollar la actividad. El principal argumento a favor de esta opción consiste en que la prohibición afectaría a quienes usan estos servicios legítimamente.

Pareciera que la opción de la regulación es la más adecuada, pero para funcionar requiere un adecuado control administrativo.

Sistemas informales de transferencia de dinero y valores.

Existen sistemas de transferencia de dinero y valores que son informales como hawala, hundi, chiti banking, o underground banking, que en muchos países operan abiertamente. El principal problema de estos sistemas es que transfieren dinero por fuera de los canales financieros institucionalizados que son supervisados y monitoreados pro las autoridades competentes. 

Las transferencias se producen a través de instituciones financieras no bancarias u otros negocios cuya actividad primaria no es la transferencia de dinero o valores (agencias de turismo, por ejemplo). Estos servicios informales son una forma rápida y fácil de transferir dinero, y cuántas más restricciones se le ponen al sistema formal para evitar el lavado de dinero, más grande se hace el sistema informal. Este sistema se basa en una fuerte red de confianza, es la confianza lo que baja los costos de transacción haciendo al sistema confiable y accesible y por eso es atractivo para mucha gente que no puede pagar los servicios formales. 

El problema es que el sistema al ser informal es útil para el crimen organizado, porque el riesgo de detección y captura es muy bajo debido a que estas transferencias individuales no dejan rastro porque los operadores equilibran sus cuentas sobre la base del monto agregado resultante de la suma de todas las operaciones que han realizado. Además estos sistemas operan fuera del alcance del monitoreo al que está sujeto el sistema financiero.

Mal uso de los sistemas informales de transferencia de dinero y valores.

Hay expertos que sostienen que el incremento del uso de los sistemas informales de transferencia por parte de organizaciones criminales se ve limitado por la incapacidad de este sistema para manejar grandes sumas de dinero.

Los estudios de casos realizados para este trabajo y otros casos descubiertos por el GAFI muestran, sin embargo, que estos sistemas informales pueden transferir grandes sumas de dinero. En Holanda se descubrió un caso de una organización dedicada la tráfico de personas que a través de un banquero informal transfería grandes sumas de dinero de Europa del Este hacia la India. De acuerdo al GAFI, un banquero informal de origen pakistaní transfirió 12 millones de libras en 6 meses.

Contramedidas.

¿Deberían estos sistemas ser sujetos a las mismas regulaciones que los sistemas formales de transferencia de dinero y valores? La necesidad de aumentar la transparencia de estos sistemas está siendo reconocida mundialmente, sin embargo, se teme que un enfoque demasiado restrictivo sea contraproducente y lleve a que estos sistemas se hundan en la clandestinidad. Por otro lado, estos sistemas son el único recurso de algunos grupos étnicos y minorías para enviar remesas a sus familias, se debe reconocer en relación a este problema que hay en Europa inmigrantes ilegales con trabajos honrados que necesitan enviar dinero con fines honestos y que por su estatus legal sólo pueden hacerlo por estos sistemas. De acuerdo a algunos estudiosos, una medidas más estrictas podrían empujar a mucha gente honesta al terreno de la criminalidad.

Por otro lado, el control cada vez más estricto que se hace de los bancos y los agentes financieros formales está haciendo que los sistemas informales se vuelvan cada vez más atractivos para los grupos del crimen organizado. Esto hace que la regulación y el control del sistema informal se vuelvan imperativos, en todo caso, aquellos que usan el sistema informal con fines legítimos, terminarán por optar por los sistemas formales.

Conclusiones y recomendaciones:

Los servicios no bancarios de transferencia de dinero y valores y los sistemas informales de transferencia de dinero son servicios financieros muy importantes 
por la rapidez y la seguridad que brindan a sus usuarios. 

Desde la perspectiva de los criminales que los usan son muy atractivos porque prácticamente no dejan rastros de la transacción, y ésta puede ser efectuada sin presentar identificación oficial. Por esta razón la cuestión de las medidas de seguridad ha sido motivo de presión en el marco de la lucha contra el lavado de dinero.

La legislación anti-lavado está abarcando cada vez más también a los servicios no bancarios de transferencia y a los sistemas informales. Esto puede tener dos efectos distintos en el futuro:

1. puede que los sistemas informales se vuelquen hacia la clandestinidad,

2. o puede que los sistemas informales dejen de ser más atractivos que los formales y por lo tanto dejen de ser un buen negocio.

Documentos Oficiales Falsificados

Jurgen Boorsma

La demanda de documentos falsificados de calidad se encuentra en constante aumento debido a una serie de factores,  como el flujo de inmigrantes ilegales.

Esto implica que el aumento de las medidas de prevención, ha provocado un aumento en la demanda de documentos falsos.

En este capitulo se focaliza en los instrumentos que se encuentran disponibles para evitar la falsificación de documentos de identidad.

Factores de riesgo:

Una de las ‘banderas rojas’ más llamativas que surgió del análisis de los reportes nacionales es la importancia de los documentos de viaje falsos, sobre todo por la vinculación que tiene este problema con otras actividades del crimen organizado.

Los distintos países han observado que se deben reforzar los controles incluyendo medios tecnológicos, para evitar la facilitación en el tráfico de personas por distintas organizaciones 

Es imposible estimar el número de documentos falsos que se encuentran en circulación, pero se estima que es una cantidad muy importante.

A pesar de las fronteras abiertas, siguen siendo importantes para la detección, los controles fronterizos.

Los inmigrantes ilegales se enfrentan ahora con un nuevo problema, ya que Europa y otros países crearon un número de identificación personal, que en general se otorga solo a residentes legales, o a extranjeros con permiso de trabajo.

Medidas existentes:

En las últimas décadas, los sistemas adoptados lograron que los pasaportes fueran menos vulnerables a las falsificaciones, pero la realidad indica que estas medidas de prevención han tenido efectos limitados, ya que aún los elementos de seguridad pueden imitarse.

Sin embargo, existe una serie de medidas que ayudan a evitar la falsificación de documentos.

En primer lugar, el almacenamiento seguro de los pasaportes en blanco, es una importante medida contra su robo.

En segundo lugar, muchos países conectaron sus bases de datos, permitiendo que pueda detectarse, por Ej.: si con el nombre de una persona fallecida, se intenta obtener un documento falso.

Por último, los inspectores deben conocer los datos o características que revelen que un documento es falso, pero dado que en muchas oportunidades no se encuentran capacitados para hacerlo, varios países europeos establecieron una base de datos denominada “Sistema de documentación Edison”, en el que están contenidos los sellos de más de 1.500 pasaportes de todo el mundo.

Posibles medidas preventivas y las mejores prácticas:

Mejorar la Tecnología.

Las posibilidades de prevención radican esencialmente en mejorar las medidas existentes, como continuar desarrollando la tecnología vinculada a los documentos, reforzar la seguridad de almacenamiento y distribución, la conexión de bases de datos a gran escala, entre otros.

Las políticas de prevención deberían proponer minimizar la amplia gama de posibilidades con que cuentan los falsificadores. La comunidad global se beneficiaría si se establecieran estándares a nivel internacional.

También deben aplicarse políticas de prevención en Embajadas y Consulados.

Trabajo Humano.

No solo se debe prevenir a través de las herramientas tecnológicas. El esfuerzo de los inspectores en la detección de documentos falsos también es esencial.

Los Gobiernos necesitan asegurarse que toda la cadena de personas y organismos involucradas sean eficientes en los controles de identidad.

Se ha observado que incluso las agencias de empleo han sido negligentes en estos aspectos, a fin de aprovechar la utilización de inmigrantes ilegales para realizar trabajos con cierta irregularidad.

Conclusiones y Recomendaciones:

Existe una amplia disponibilidad de herramientas tecnológicas para proteger a los documentos de identidad de la falsificación.

Para lograrlo, es importante la prevención que abarca mucho más que el solo uso de herramientas tecnológicas.

El elemento más importante en una exitosa y efectiva prevención es el compromiso por parte de las personas que están a cargo del control de documentación.

Cuando los controles fallan, las medidas de prevención carecen de sentido.

El apropiado control de la identidad es la puerta hacia el éxito de otras medidas de prevención, en la estructura del Crimen Organizado.

Conclusiones y recomendaciones

Henk van de Bunt y Aljen van Dijken

Dentro de la estructura de la Comunidad Europea se han lanzado acciones de prevención contra el Crimen Organizado en diversos frentes.

Los primeros signos de la necesidad estructural de la Unión Europea en la prevención del C.O. data de 1996, cuando la Conferencia de Estocolmo analizó la relación de la prevención del C.O. en conexión con la integración económica y la exclusión social.

El Plan de Acción para combatir el C.O. adoptado en 1997 contenía un gran número de recomendaciones dirigidas a la prevención.

El aspecto innovador de esto es que no se dirigió principalmente a quienes actúan dentro de las estructuras del C.O., sino hacia las circunstancias que facilitan el C.O., involucrando gobernantes, civiles y empresas e intenta hacerlos sentir responsables de la prevención del C.O.

Esto también tiene otro aspecto innovador, que es que la tarea de combatir el C.O. no es más responsabilidad exclusiva de las agencias de justicia criminal.

En este trabajo se ha observado que el C.O. es facilitado por la demanda de bienes y servicios ilegales y por un bajo nivel de acceso a servicios lícitos.

Tomar conciencia:

Tomar conciencia implica no solo el conocimiento de lo que ocurre. Es importante que la gente tenga el valor de actuar en concordancia: por ejemplo, no se debería desalentar a las entidades financieras que están al tanto de transacciones ilegales, de que las divulguen, por miedo a los eventuales reclamos legales que sus clientes les pudieran realizar.

Los profesionales también deben tomar conciencia y ser responsables por los servicios que brindan a sus clientes, y no pueden escudarse en no haber sabido que sus servicios se utilizarían con fines ilegales.

El Gobierno y las dependencias administrativas también deben incrementar su atención acerca de estos asuntos.

La esencia de la prevención del C.O. es la reducción de oportunidades que permitan que estos delitos se cometan.

Esta tarea no puede ser llevada a cabo apropiadamente sin una toma de conciencia: se requiere que los organismos públicos tomen conciencia de sus vulnerabilidades.

La prevención implica la creación de procedimientos para la toma de decisiones más transparentes, la consolidación de procedimientos y la instrucción del personal.

La toma de conciencia implica también el presupuesto de que existe buena fe por parte de los sujetos públicos y privados involucrados.

Estar bien informado:

La prevención es una cuestión que implica pensar y actuar por anticipado. Una prevención efectiva requiere a los decisores estar bien informados. Deben tener gran conocimiento acerca del C.O. en general y conocimientos específicos sobre casos particulares.

Esto aplica a gobernantes, ciudadanos, y empresas que cumplen tareas que están dentro del campo de la prevención: por ejemplo, bajo el lema “conoce tu cliente” se puede verificar la identidad de las personas y la utilización de documentos falsos, tanto para personas físicas como personas jurídicas.

Por último es importante la sistematización de la información recogida acerca del C.O. Los archivos de investigación de la policía suelen ser una buena fuente para esto.

Esforzarse por tener coherencia:

Los reportes indican que las actitudes de gobernantes y empresas acerca del C.O. son muchas veces ambiguas. Es importante reconocer que la existencia del C.O. beneficia a algunas instituciones y por ello estas no están interesadas en la lucha contra el C.O..

Los gobernantes deben evitar ser ambiguos en las legalizaciones o prohibiciones para el desarrollo de ciertas actividades.

Finalmente es de vital importancia para combatir el C.O., que gobernantes, empresas y profesionales realicen sus tareas de control y supervisión adecuadamente. Ellos tienen el poder de evitar que el C.O. pueda acceder a las facilidades del mundo legal. En este contexto juegan un rol fundamental en la preservación de la integridad de la sociedad y la prevención contra eventuales infiltraciones del C.O.-
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